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1. Introducción 
El fomento por parte de los Estados de las actividades de Investigación, desarrollo e 
innovación tecnológica es una constante en las políticas científicas y económicas de 
todos los Estados modernos. Del mismo modo, en la sociedad hay una dicotomía entre 
el acceso al conocimiento libre propiciado por las nuevas tecnologías, y la protección 
por parte del ordenamiento jurídico de los derechos derivados de la propiedad 
intelectual e industrial, en cuanto derechos de contenido económico susceptibles de 
generar renta y de ser gravados por los distintos Estados, haciendo revertir a la propia 
sociedad la inversión realizada en el fomento de la investigación. Se puede considerar 
que hoy en día la investigación es una de las necesidades que debe satisfacer el sector 
público, y no sólo a través de la formación de investigadores y de la asignación de 
recursos a centros públicos de investigación, sino fomentando la investigación realizada 
desde el sector privado. 
Hace algunos años puse de manifiesto que el tratamiento doctrinal y legislativo de la 
Propiedad Industrial e intelectual en el ámbito del Derecho tributario no había sido 
abundante, por no decir escaso y en ocasiones nulo1. Entre las razones que contribuyeron 
a este descuido pueden señalarse las siguientes: en primer lugar, el protagonismo que en 
su regulación y estudio han tenido otras disciplinas jurídicas, básicamente las de Derecho 
privado; y la consideración para el Derecho tributario como una modalidad de propiedad, 
cuyo régimen jurídico-tributario no diverge del atribuido al resto de bienes y derechos 
susceptibles de ser valorados económicamente y de generar rendimientos. En segundo 
lugar, el régimen jurídico-tributario de la propiedad intelectual e industrial aparece 
presidido por el análisis previo de su afectación o no a una actividad empresarial. En 
efecto, cuando la propiedad intelectual e industrial aparece afecta a una actividad 
empresarial, participa de los mismos problemas que el resto del patrimonio afecto, sin 
ninguna especificidad para la propiedad industrial y, por lo tanto, sin que parezca 
merecedora de un estudio diferenciado. Cuando, por el contrario, la propiedad industrial 
no está afecta, la inclusión dentro del apartado de "Otros rendimientos del capital 
mobiliario" le ha hecho perder protagonismo frente a la atención que han merecido los 
rendimientos de capital mobiliario derivados de la participación en fondos de cualquier 
entidad o los derivados de la cesión a terceros de capitales propios. 
Así pues, al no tener la tributación de los derechos de la propiedad intelectual e industrial 
un régimen especial de tributación, su estudio se debe realizar a través del análisis de todo 
                                                            
Comunicación presentada a las XXVI Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario. Tema II. La 
Tributación de los activos intangibles. Santiago de Compostela. 2012. 
1 Vid. Navarro Faure, A.: “Régimen jurídico-tributario de las patentes y marcas”, Revista Técnica 
Tributaria, nº 30, 1995, págs. 61 y ss. “El Régimen jurídico-tributario de la propiedad industrial en 
España”, Revista Técnica Tributaria, nº 58, 2002. 
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el sistema tributario. En efecto, el punto de partida de esta comunicación  es que al 
Derecho tributario le interesa la propiedad intelectual e industrial en la medida que es un 
derecho de contenido económico, que es susceptible de generar rendimientos y que puede 
ser objeto de las transmisiones grabadas por los impuestos, pero que también es 
susceptible de generar gastos que deben tener un tratamiento específico si se quiere 
fomentar la propiedad intelectual e industrial.  
Además, hay que tener en cuenta que en las relaciones jurídicas internacionales cuyo 
objeto es la propiedad intelectual e industrial, es frecuente que se produzcan situaciones 
de doble imposición internacional que pueden ser solucionadas a través de los Convenios 
de Doble Imposición suscritos por los Estados. Del mismo modo, el interés de los Estados 
en fomentar la investigación y la transferencia de tecnología ha influido en la política 
fiscal en materia de incentivos a las actividades empresariales de I+D+i. La trascendencia 
práctica del tema analizado se pone de relieve, asimismo, al advertir el cambio de 
posición operado por el Estado español en materia de cánones, al hilo de la última 
reforma del Convenio Modelo de la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económico. En contraste con la tradicional política tributaria mantenida hasta la fecha, 
en virtud de la cual España se reservaba el derecho a gravar los cánones obtenidos en su 
territorio, la supresión en julio de 2010 de la reserva española al artículo 12 del 
Convenio Modelo supone un giro de notable relevancia en esta sede, en la medida en 
que nuestro país se alinea ya con el criterio defendido por la OCDE relativo a la 
tributación de los cánones en el Estado de residencia. 
De esta manera, España se convierte a nivel convencional en un Estado exportador de 
tecnología, abandonando definitivamente su condición de importador, sin perjuicio de 
los convenios de doble imposición suscritos con anterioridad en los que, en su mayoría, 
se recoge la citada reserva al artículo 12. Se abre, por tanto, una nueva etapa en la 
tributación de los cánones en la órbita internacional.2 
                                                            
2En los comentarios al artículo 12 del Modelo de Convenio, se establece que el término canon “se refiere a 
bienes o derechos que formen parte de las diferentes modalidades de la propiedad literaria y artística, los 
elementos de la propiedad intelectual especificados en el texto, así como a informaciones relativas a 
experiencias prácticas adquiridas en el campo industrial, comercial o científico. La definición se aplica a las 
cantidades pagadas por el uso o la concesión de uso de uno de los derechos anteriormente mencionados, 
tanto si ha sido o no inscrito en un registro público, como si es o no susceptible de inscripción. La definición 
comprende tanto los pagos realizados en ejecución de un contrato de cesión de patentes como las cantidades 
que una persona resulte obligada a pagar por la falsificación o uso abusivo de la misma”. 
El Convenio Modelo, en el artículo 12 establece la tributación exclusiva de los cánones en el Estado de 
residencia del beneficiario efectivo de los mismos. Esto se fundamenta en el interés de fomentar el 
desarrollo y transferencia de tecnología por parte de los Estados. Sin embargo, los convenios de doble 
imposición suscritos por España hasta 2010, apartándose de este criterio, establecen la tributación 
compartida entre el Estado de la residencia y el Estado de la fuente, de modo que en el Estado de la fuente 
puedan ser gravados los cánones limitadamente al tipo máximo previsto en cada convenio. 
A este respecto, sin embargo, hay que tener en cuenta también la Directiva 2003/49/CE, de 3 de junio de 
2003, relativa a un régimen fiscal común aplicable a los pagos de intereses y cánones efectuados entre 
sociedades asociadas de diferentes Estados miembros. Según el artículo 1 de la citada Directiva “Los 
pagos procedentes de un Estado miembro estarán exentos de cualquier impuesto sobre dichos pagos (ya 
sean recaudados mediante retención  a cuenta o mediante estimación de la base imponible) en dicho 
Estado de origen, siempre que el beneficiario efectivo de los intereses o cánones sea una sociedad de otro 
Estado miembro o un establecimiento permanente situado en otro Estado miembro de una sociedad de un 
estado miembro”. No obstante, la citada Directiva ha otorgado a España un periodo transitorio (de 10 
años desde 2005) que cubra su plan de refuerzo del potencial tecnológico español, durante el cual puede 




La crisis económica actual en Europa ha propiciado un cierto consenso en la sociedad 
sobre el cambio hacia un nuevo modelo productivo basado en la formación, 
investigación y transmisión de conocimiento. Por ello, en el camino hacia una economía 
basada en la formación y la investigación es aconsejable un estudio de los instrumentos 
que desde una perspectiva jurídico-tributaria puedan coadyuvar a este cambio. 
Y en ese sentido, es importante analizar no sólo las deducciones que se pueden 
establecer en las cuotas de los impuestos por inversiones en I+D+i sino el tratamiento 
que como gasto deducible pueden obtener los activos intangibles y la modificación que 
a este respecto se ha producido tras la asunción en el marco comunitario de las Normas 
Internacionales de Información Financiera (NIIF). 
2. Los activos intangibles como fuente de renta empresarial 
Cuando las patentes o marcas están afectas a una actividad empresarial, ya sea realizada 
esta actividad empresarial por su creador o por un tercero - lo cual quiere decir que los 
elementos de la propiedad industrial se integran con el resto de los elementos del activo 
de la empresa para obtener los rendimientos -, la patente y la marca no genera 
rendimientos fiscalmente autónomos o diferenciados, sino que se integran con el resto de 
rendimientos derivados de la actividad empresarial. Estos rendimientos provendrán, 
básicamente, de la venta de los bienes y servicios ofrecidos al mercado con ocasión del 
desarrollo de la patente, o con una determinada calidad o diferenciación del resto de 
productos similares a través de la marca. 
En España, las normas del Impuesto sobre Sociedades (TRLIS RDLeg. 4/2004 de 5 de 
marzo) por las que se regula la determinación de la base imponible, son las aplicables 
también para la determinación, en estimación directa, de los rendimientos de las 
actividades económicas en el IRPF, y por lo tanto a las que hay que remitirse cuando los 
rendimientos obtenidos por una persona física, y derivados de la propiedad industrial, 
tienen esta naturaleza. 
Los rendimientos derivados de la propiedad intelectual e industrial obtenidos por una 
persona física pueden ser calificados de tres formas: 
a) Rendimientos de capital mobiliario si son fuente de rendimiento a través de la 
cesión a terceros por quien no los creó (herederos, compradores), sin incorporarlos 
a una actividad empresarial;  
b) Rendimientos del trabajo si los obtuvieran sus autores o inventores mediante la 
cesión de su explotación a terceros;  
c) Rendimientos de actividades económicas si los propios autores o terceros 
incorporan sus derechos al desarrollo de una explotación económica. 
La Ley del IRPF, distingue entre la base imponible general y la base imponible del 
ahorro. La base imponible del ahorro está integrada por los rendimientos de capital 
mobiliario previstos en los apartados 1, 2 y 3 del artículo 25 (lo cual excluye a los 
procedentes de la propiedad intelectual e industrial que están recogidos en el apartado 4 
del citado precepto) y las ganancias y pérdidas patrimoniales que se pongan de manifiesto 
con ocasión de transmisiones de elemento patrimoniales. Esta base imponible del ahorro 
tributa a un tipo de gravamen del 19 por 100 para una base liquidable hasta 6.000 euros y 
al 21 por 100 desde 6.001 euros en adelante, mientras que la base imponible general 
tributa a la escala de gravamen general del impuesto. Esto quiere decir, que mientras que 
los rendimientos de la propiedad intelectual e industrial sea cual sea su calificación van a 
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tributar al tipo progresivo general, las ganancias patrimoniales derivadas de su 
transmisión tributarán al 19 por 100 o 21 por 100 según su cuantía. 
Sin embargo, antes de adentrarnos en el cálculo de la base imponible, hay que tener en 
cuenta que en el ámbito del Impuesto sobre Sociedades, esto es, cuando los rendimientos 
a los que nos estamos refiriendo son obtenidos por una persona jurídica, tiene menor 
relevancia que la sociedad sea la primera titular de la patente o la marca o la haya 
obtenido de un tercero a efectos de la naturaleza del rendimiento. También tiene una 
importancia menor el que la patente y la marca esté afecta o no a la actividad empresarial, 
aunque normalmente lo estará. 
De tal manera que el cálculo de la base imponible en el Impuesto sobre Sociedades 
español, y la propia estructura del impuesto, parte del resultado contable de la sociedad, 
ajustando el mismo a las reglas específicas y criterios de valoración contenidos en la ley 
del Impuesto sobre Sociedades. De tal manera que la renta de las sociedades es un 
concepto sintético en el que siguiendo el resultado contable todos los ingresos se 
compensan con todos los gastos.3 
Pues bien, los ingresos y gastos a los que puede dar lugar la propiedad industrial en el 
ámbito del Impuesto sobre Sociedades son los siguientes: Ingresos por ventas y servicios. 
Este supuesto se producirá sólo en el caso de que el objeto de la actividad sea 
precisamente la venta de patentes o modelos de utilidad. Esto es, que esté dedicada a la 
investigación para terceros, o que su actividad típica consista en la cesión del uso de 
patentes o marcas a través de la concesión de licencias. 
En este caso la patente y la marca no será un elemento de activo fijo de la empresa, sino 
del circulante, y su enajenación o las contraprestaciones obtenidas por su cesión serán 
ingresos típicos de la actividad empresarial. Dichas cantidades figurarán en el haber de la 
cuenta de resultados por su importe neto, sin adición del IVA, ya que este impuesto está 
destinado a compensarse con el IVA soportado por la entidad. 
Y el otro tipo de ingresos que son los Ingresos accesorios a la explotación: los cánones. Se 
producirán estos ingresos por las contraprestaciones derivadas de la propiedad industrial 
cedida cuando se trate de operaciones no habituales de la sociedad en el tráfico mercantil. 
Entre estos ingresos cabe destacar: primero, los ingresos que se perciban (cánones) por la 
cesión del uso de inmovilizaciones inmateriales propiedad de la entidad, tales como 
patentes, marcas y otras manifestaciones de la propiedad intelectual o industrial y 
                                                            
3La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en materia contable 
para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión Europea (en adelante Ley 
16/2007) introdujo una importante reforma en el Código de Comercio y Ley de Sociedades Anónimas, 
para adaptar el Derecho contable español al proceso de armonización contable europeo, que a través del 
Reglamento (CE) nº 1606/2002 del Parlamento europeo y del Consejo, de 19 de julio de 2002, asumió las 
Normas Internacionales de Información Financiera (NIIF). Precisamente por el sistema de 
interdependencia entre las normas contables y tributarias en las que se basa la determinación de la base 
imponible del Impuesto sobre Sociedades, la Disposición adicional octava de la citada ley, reformó  
algunos preceptos del TRLIS como consecuencia de la reforma contable. La reforma contable y fiscal 
introducida por la Ley 16/2007, entró en vigor el 1 de enero de 2008, y se aplica respecto de los ejercicios 
que se inicien a partir de dicha fecha. En desarrollo de la citada Ley ha sido aprobado el nuevo Plan 
General de Contabilidad por el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, y el Plan General de 
Contabilidad de Pequeñas y Medianas empresas y los criterios contables específicos para microempresas, 
por Real Decreto 1515/2007, de 16 de noviembre. A la adecuación a la nueva normativa contable 




segundo, los ingresos derivados de contratos de franquicia, en virtud de los cuales una 
entidad cede a otra el derecho de uso del nombre, marca y determinados servicios 
comunes. 
La Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación mercantil en 
materia contable para su armonización internacional con base en la normativa de la Unión 
Europea, añadió en la Ley del Impuesto sobre Sociedades un nuevo artículo (art. 23) en el 
que se establece la reducción en un 50 por 100 de los ingresos procedentes de 
determinados activos intangibles y que en mi opinión puede convertirse en un buen 
incentivo a la inversión en estos derechos. 
En efecto, según el citado precepto, los ingresos procedentes de la cesión del derecho de 
uso o de explotación de patentes, dibujos o modelos, planos, fórmulas o procedimientos 
secretos, de derechos sobre informaciones relativas a experiencias industriales, 
comerciales o científicas, se integrarán en la base imponible en un 50 por 100 de su 
importe, cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
a) Que la entidad cedente haya creado los activos objeto de cesión. 
b) Que el cesionario utilice los derechos de uso o de explotación en el desarrollo de 
 una actividad económica y que los resultados de esa utilización no se materialicen 
en la entrega de bienes o prestación de servicios por el cesionario que generen 
gastos fiscalmente deducibles en la entidad cedente, siempre que, en este último 
caso, dicha entidad esté vinculada con el cesionario. 
c) Que el cesionario no resida en un país o territorio de nula tributación o 
considerado como paraíso fiscal. 
d) Cuando un mismo contrato de cesión incluya prestaciones accesorias de servicios, 
deberá diferenciarse en dicho contrato la contraprestación correspondiente a los 
mismos. 
e) Que la entidad disponga de los registros contable necesarios para poder 
determinar los ingresos y gastos, directos e indirectos, correspondientes a los 
activos objeto de cesión. 
La reducción no se aplicará a partir del período impositivo siguiente a aquel en que los 
ingresos procedentes de la cesión de cada activo, computados desde el inicio de la misma 
y que hayan tenido derecho a la reducción, superen el coste del activo creado, 
multiplicado por seis. 
Según la Ley, en ningún caso darán derecho a reducción los ingresos procedentes de la 
cesión del derecho de uso o de explotación de marcas, obras literarias, artísticas o 
científicas, incluidas las películas cinematográficas, de derechos personales susceptibles 
de cesión, como los derechos de imagen, de programas informáticos, equipos industriales, 
comerciales o científicos, ni de cualquier otro derecho activo distinto de los señalados 
anteriormente. 
3. Los activos intangibles como fuente de gestos deducibles 
En el ámbito de los gastos deducibles a que puede dar lugar la propiedad industrial, habría 
que distinguir, por un lado, la sociedad titular de la patente y la marca afecta a la actividad 
y por otro lado la sociedad licenciataria de la misma. 
a) Gastos deducibles derivados de la patente y la marca afecta. 
 1) La amortización y pérdidas por deterioro 
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Entre las partidas deducibles de los ingresos para hallar la renta neta de la 
sociedad, se encuentra la amortización del inmovilizado material e intangible de 
la empresa. Las pérdidas por deterioro son un concepto contable que refleja las 
pérdidas de valor de un elemento de activo que pueden ser reversibles 
(provisiones de activo según el Plan General de Contabilidad español, anterior a 
la armonización europea en materia contable), y las provisiones se definen como 
gastos o deudas actuales o ciertas surgidas de sucesos pasados al cierre del 
ejercicio, pero que está indeterminado en ese momento su importe exacto o la 
fecha exacta en que se producirá (provisiones para riesgos y gastos). Al igual 
que ocurría con las amortizaciones, estos gastos serán deducibles fiscalmente si 
están contabilizados e imputados temporalmente según el criterio del devengo. 
La reforma contable producida a través de la Ley 16/2007 para adaptar nuestra 
legislación contable al modelo de las Normas Internacionales de Información 
Financiera (NIIF) ha tenido como una de sus consecuencias fiscales una 
aproximación entre la normativa contable y fiscal en materia de provisiones, ya 
que las nuevas NIIF son mucho más restrictivas en esta materia, por lo que los 
riesgos previsibles y pérdidas eventuales no serán objeto de cobertura a través de 
provisiones, y tratándose de gastos o deudas probables, solamente se podrá 
constituir una provisión cuando tales deudas tengan su origen en un suceso 
pasado y sea mayor la probabilidad de existencia de la obligación que de lo 
contrario. 
La Ley del Impuesto sobre Sociedades establece reglas específicas respecto a las 
normas contables para la cuantificación y deducibilidad de los gastos en concepto 
de amortización de los bienes integrantes del inmovilizado de las empresas. La ley 
establece normas generales para la cuantificación de estos gastos, aplicables a todo 
el inmovilizado de la empresa, sea material o intangible y normas específicas para 
los gastos de Investigación y Desarrollo, Fondo de comercio, derechos de 
traspaso, arrendamiento por opción de compra, y con carácter residual, una norma  
aplicable a todo el inmovilizado inmaterial. 
El inmovilizado inmaterial está constituido por los elementos patrimoniales 
intangibles, susceptibles de valoración económica, que se hayan adquirido 
mediante contraprestación, y que se contabilicen como tales en el activo de la 
empresa. Se valoran por su precio de adquisición o coste de producción.  
Las especialidades en materia de amortizaciones para estos activos son las 
siguientes: 
Gastos de I+D (Investigación y Desarrollo).  
Los gastos en que incurre una entidad en I+D por regla general son gastos del 
ejercicio, pero la entidad también puede optar por registrarlos como activos en el 
inmovilizado inmaterial de la empresa si se cumplen básicamente dos requisitos: 
a) individualización de los proyectos de investigación y su coste, y b) existencia 
de motivos fundados del éxito técnico de la investigación y de su rentabilidad 
económico-comercial. 
En el caso de que se opte por activar los gastos de I+D, la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades concede libertad de amortización tanto para los gastos de I+D 
como para los elementos del inmovilizado material e inmaterial, excluidos los 
edificios, afectos a las actividades de esta naturaleza. En cuanto a los edificios, 
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en la parte en que se hallen afectos a actividades de I+D, se permite su 
amortización en un periodo de diez años por partes iguales 
Inmovilizado intangible con vida útil definida. Será deducible con el límite 
anual máximo de la décima parte de su importe, con dos requisitos: que se 
hayan adquirido a título oneroso, y que la entidad adquirente y transmitente no 
formen parte de un grupo de sociedades según los criterios establecidos en el 
artículo 42 del Código de Comercio. Si se prueba que la vida útil es inferior a 
diez años, el límite anual máximo se calcula atendiendo a la duración de su 
vida útil. Cuando no se cumplan los requisitos, las dotaciones serán deducibles 
si se prueba que responden a una depreciación irreversible de los citados 
elementos 
La deducibilidad del Fondo de comercio y del inmovilizado intangible con 
vida útil indefinida, lo incluye la ley, tras la última reforma, en el artículo 12 
relativo a las pérdidas por deterioro 
Pérdida por depreciación del Fondo de Comercio. 
Es deducible el precio de adquisición originario del inmovilizado intangible 
correspondiente a fondos de comercio, con el límite de la veinteava parte de su 
importe, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 
- Que se haya adquirido a título oneroso. 
- Que la entidad adquirente y transmitente no forme parte de un grupo de 
sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código 
de Comercio. 
- Que se haya dotado una reserva indisponible, al menos, por el importe 
fiscalmente deducible, en los términos establecidos en la legislación 
mercantil. Caso de no poder dotarse dicha reserva, la deducción está 
condicionada a que se dote la misma con cargo a los primeros beneficios 
de ejercicios siguientes. 
Esta deducción no está condicionada a su imputación contable. Las cantidades 
deducidas minorarán, a efectos fiscales, el valor del fondo de comercio. 
Pérdida por depreciación del inmovilizado intangible con vida útil indefinida. 
Será deducible con el límite anual máximo de la décima parte de su importe, 
siempre que cumpla dos requisitos: que se haya adquirido a título oneroso y 
que la entidad adquirente y transmitente no forme parte de un grupo de 
sociedades según los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de 
Comercio. Esta deducción no está condicionada a su registro contable. 
Se considera que un inmovilizado intangible tiene vida útil indefinida cuando 
no haya un límite previsible del periodo a lo largo del cual se espera que 
genere rendimientos. Estos intangibles no se amortizan contablemente 
2) Tributos: las tasas 
Las tasas en materia de propiedad industrial tienen su origen en España en la Ley 
de Reforma del Sistema tributario de 11 de junio de 1964, que recogía alguno de 
los conceptos gravados por la Ley del Impuesto sobre el Timbre de 1960. Con 
posterioridad, la ley 17/1975, de 2 de mayo, sobre creación del organismo 
autónomo Registro de la Propiedad Industrial, estableció en su artículo 10 unas 
tasas y exacciones parafiscales unificadas por servicios, prestaciones y actividades 
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administrativas del Registro de la Propiedad Industrial. El Registro de la 
Propiedad Industrial se denomina a partir de la ley 21/1992 Oficina Española de 
Patentes y Marcas, de tal modo que las referencias de la ley de 1975 al Registro de 
la Propiedad Industrial se entienden ahora referidas a la OEPM. Actualmente las 
tasas en materia de propiedad industrial se rigen por lo dispuesto en los artículos 
160 a 162 de la Ley de Patentes; la ley 17/2001, de marcas y la Ley 17/1975, de 2 
de mayo, actualizando su importe por las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado. Sin embargo, hay que tener en cuenta que algunas de las prestaciones  
contenidas en la ley de 1975, así como los precios públicos autorizados en la 
Orden Ministerial de 22 de septiembre de 1995 y luego legalizados a través del 
Real Decreto-ley 2/1996, se encuentran ahora derogados y sustituidos por la ley 
25/1998, de 13 de julio, de modificación del Régimen legal de las Tasas estatales 
y Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de carácter 
público.4 
Dentro de este elenco de tasas podemos distinguir aquellas que  deben satisfacerse 
por la protección que la inscripción en este registro ofrece al derecho de la 
propiedad industrial, y aquellas otras que se satisfacen por la prestación de 
determinados servicios adicionales que la Oficina puede prestar. Estas últimas son 
las reguladas por la Ley 25/1998. 
En efecto, la inscripción del derecho de la propiedad industrial genera el devengo 
de una Tasa de inscripción. Además han de pagarse tasas anuales, en el caso de las 
patentes, y tasas quinquenales en el caso de las marcas. Ambas prestaciones son 
las que más nos interesan, desde el punto de vista de su deducibilidad en la 
tributación de la renta empresarial. 
Junto a estas tasas, que son las recogidas en las respectivas leyes de patentes y 
marcas, el artículo 26 de la Ley 25/1998 regula la Tasa por prestación de servicios 
y actividades de la Oficina Española de Patentes y Marcas. 
El hecho imponible de esta tasa está constituido por la reproducción de 
documentos integrados en fondos documentales de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, por las búsquedas retrospectivas y la difusión selectiva de 
datos integrados en bases de datos, realizadas por la Oficina Española de Patentes 
y Marcas, así como por la prestación de servicios documentales para información 
tecnológica. 
Se establecen como supuestos no gravados, la entrega por la Oficina Española, en 
calidad de distribuidor, de productos producidos por la Oficina Europea de 
Patentes, la Organización mundial de la Propiedad intelectual u otras 
organizaciones internacionales, fijándose los precios de distribución de los 
productos y la compensación a percibir por la Oficina Española en los acuerdos de 
distribución; tampoco se sujetan a la tasa las entregas por empresas especializadas, 
de datos integrados en las bases de datos de la Oficina española, sin perjuicio de 
los derechos que corresponda percibir a la Oficina. Se determina también una 
bonificación del 30 por 100 del importe de las tasas para las entidades que 
contribuyan a la difusión de productos o servicios de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, previo acuerdo. 
                                                            
4 Sobre la evolución de estas tasas en materia de propiedad industrial, Vid. López Espadafor, C. M.: 
Régimen fiscal de la propiedad industrial, Tirant lo Blanch, 1998. 
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Con respecto a las contenidas en las leyes de patentes y marcas, el hecho 
imponible de la tasa está constituido por el otorgamiento de las autorizaciones, 
realización de las inscripciones y registros en materia de propiedad industrial. 
La Ley del Impuesto sobre Sociedades no menciona, como hacía la anterior ley, el 
gasto por tributos, salvo en lo que se refiere al propio Impuesto sobre Sociedades 
al que considera no deducible. Por lo tanto habrá que remitirse a los criterios 
contables a efectos de su deducibilidad. 
No plantea ningún problema su deducibilidad, si bien se puede tener en cuenta el 
distinto tratamiento en cuanto a su imputación temporal que puede tener la tasa 
por inscripción, y por lo tanto concesión del derecho a la patente y la marca, y, por 
otro lado, las tasas periódicas que se deben abonar al registro a lo largo de la 
vigencia de la patente y la marca (anuales en el caso de la patente, quinquenales en 
el caso de la marca). 
En efecto, la tasa devengada por la inscripción de la patente o la marca que otorga 
el derecho a la misma, ya que éste se obtiene por la inscripción, se debería 
incorporar al valor de adquisición del derecho, lo que permitirá ir deduciéndola 
por la vía de la amortización.  
Distinto régimen se debe atribuir a las tasas periódicas que se satisfacen al 
registro, por el mantenimiento en vigor de estos derechos, las cuales seguirán el 
criterio general del devengo en cuanto a la deducibilidad de los gastos del 
ejercicio. En el caso de la patente, la tasa es anual, pagándose por años 
adelantados durante toda la vigencia de la patente. La tasa anual será gasto del 
ejercicio sin ninguna particularidad. En el caso de la marca, la tasa es quinquenal, 
devengándose el primer quinquenio desde la expedición del título de la marca, y el 
segundo el último día del mes en que se cumpla el quinto aniversario de la fecha 
de depósito de la solicitud inicial de registro. En este caso se podría periodificar el 
gasto a lo largo de los cinco años. 
b) Gastos deducibles derivados de la patente y la marca cedida: los cánones. 
Si como hemos visto, las contraprestaciones derivadas de la cesión del uso de la 
patente o la marca tienen la consideración de ingresos para la empresa que los recibe, 
tendrá la consideración de gasto para aquella que los satisface. Los alquileres o 
cánones los definía el artículo 113 del anterior Reglamento en los siguientes términos: 
"1. Se entenderán incluidos en este artículo los arrendamientos, cánones, 
asistencia técnica, alquileres y, en general, toda contraprestación devengada por 
terceros, cualquiera que sea su denominación, procedente de la cesión a la 
empresa de derechos y demás bienes, cuando no se transmita la propiedad de los 
mismos. 
En particular, el término cánones empleado en el presente artículo comprenderá 
las cantidades de cualquier clase pagadas por el uso o la concesión de uso de un 
derecho de autor sobre una obra literaria, artística, informativa o científica, 
incluidas las películas cinematográficas, de un modelo, plano, fórmula o 
procedimiento secreto; y por las informaciones relativas a experiencias 
industriales, comerciales o científicas.". 
La ley y el reglamento actual no mencionan estos gastos, remitiendo también aquí a 
las normas contables. Dentro del gasto contable de "Servicios exteriores" tendrá el 
concepto de canon los rendimientos obtenidos o los gastos derivados de la 
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contraprestación por el derecho de uso o la cesión de uso de inmovilizaciones 
inmateriales propiedad de terceros, tales como las patentes, marcas y otras 
manifestaciones de la propiedad industrial o intelectual. No será ingreso, sino 
variación patrimonial, la transmisión de la patente y la marca, y tampoco será gasto 
sino inversión para aquél que adquiera su propiedad. 
Ahora bien, con respecto a estos cánones o contraprestaciones por la cesión del uso, 
habría que distinguir varios supuestos. Primero, que el canon consista en una cantidad 
fija que se puede pagar de una sola vez para el número de años en que se haya 
concedido la licencia o que se vaya pagando periódicamente a lo largo de la vigencia 
del contrato. Segundo, que la contraprestación consista en una cantidad variable en 
función de las ventas o de la producción. 
En el primer caso no existe ninguna duda sobre su deducibilidad, considerándose 
deducible el canon en cada ejercicio a medida que se vayan devengando, o bien 
periodificando el gasto en cinco años cuando éste se paga de una sola vez durante toda 
la vida del contrato. 
En el segundo caso, Albiñana5 no considera deducible el gasto por entender que se 
trata de una participación en beneficios por concepto distinto al de remuneración de 
servicios personales, tal como prescribe el artículo 14 de la ley. 
No estoy de acuerdo con esta interpretación. En mi opinión habrá que analizar la 
naturaleza del contrato. Si se trata de un contrato de arrendamiento, esto es, de la 
cesión del uso del derecho en el cual la contraprestación toma como punto de 
referencia de su cuantía la producción o los beneficios de la empresa, el canon será 
gasto deducible porque no se trata de una participación en beneficios sino una 
contraprestación teniendo en cuenta los mismos. Por el contrario, si no se trata de una 
cesión del derecho sino una aportación no dineraria a una sociedad que da derecho a 
una participación en beneficios, ésta no tendrá el carácter de deducible pero es que la 
contraprestación tampoco será un alquiler o un canon sino un dividendo. 
4. Conclusiones 
El descuido doctrinal y legislativo en materia tributaria de los derechos de la propiedad 
industrial e intelectual, es más acusado en el caso de la propiedad intelectual, por varios 
motivos. En primer lugar, porque no se otorga un tratamiento diferenciado a ambos tipos 
de derechos, cuando en mi opinión su régimen jurídico sustantivo es diferente. Pero sobre 
todo, y en segundo lugar, porque muchos de los incentivos que se otorgan a las 
actividades de investigación y desarrollo y que pueden materializarse en derechos de la 
propiedad industrial, no se conceden a las actividades que pueden generar derechos de la 
propiedad intelectual y a estos derechos mismos. 
No obstante, existe un tratamiento más favorable a la renta empresarial derivada de los 
derechos de la propiedad industrial e intelectual, que a la renta que, derivada también de 
estos derechos, sea calificada como rendimientos del capital mobiliario en el IRPF. Es 
evidente, que un régimen de tributación favorable al estímulo de estos derechos debe 
tener en cuenta la calificación de los mismos, con sus especialidades, como el régimen de 
los gastos deducibles, sobre todo las inversiones previas a su obtención. En este sentido, 
parece necesario un régimen sobre sistema de valoración de estos derechos que permita 
                                                            




hacer tributar adecuadamente tanto los gastos derivados de los mismos como las 
ganancias obtenidas a través de su transmisión. 
En nuestra opinión, uno de los debates y en su caso conclusiones del XXVI Jornadas 
podría ser la conveniencia de un tratamiento específico en materia tributaria para los 
derechos de la propiedad intelectual e industrial, habida cuenta del interés de los Estados 
por fomentar los nuevos modelos económicos basados en la investigación y transferencia 
de conocimiento. La legislación española ha ofrecido estímulos fiscales en este sentido, 
siendo uno de los tratamientos favorables más resguardados en todas las reformas 
tributarias, pero en mi opinión de una forma dispersa, lo que puede poner en peligro el 
propio objetivo que pretende. 
